COSTA RICA

SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES
(Marzo, 2013)

Consulta realizada por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, con ocasión de la Resolución del Consejo de Derechos Humanos 21/23- “Los derechos humanos de las personas de edad”.
Nota aclaratoria: Toda la legislación citada puede encontrarse en documentos electrónicos en la siguiente dirección: http://196.40.56.12/scij/index_pgr.asp
1: Sírvase proporcionar información sobre los principales desafíos relacionados con la promoción y protección de los derechos humanos de las personas de edad que confronta su país.

En el ordenamiento jurídico de Costa Rica existe un mandato constitucional que demanda del Estado la protección especial de la persona adulta mayor. El ordinal 51 de la Constitución Política dispone lo que sigue:

“ARTÍCULO 51.- La familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado. Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido.” (El resaltado es propio)

Adicionalmente, los artículos 50 y 83 de la Constitución disponen:

“ARTÍCULO 50.- El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza. 

Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Por ello, está legitimada para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado. 

El Estado garantizará, defenderá y preservará ese derecho. 

La ley determinará las responsabilidades y las sanciones correspondientes. “

“ARTÍCULO 83.- El Estado patrocinará y organizará la educación de adultos, destinada a combatir el analfabetismo y a proporcionar oportunidad cultural a aquéllos que deseen mejorar su condición intelectual, social y económica.”

Con tales disposiciones, si bien no se señala claramente a la persona adulta mayor,  además de la protección especial a este sector de la población, se garantiza el bienestar y el acceso a la educación para las personas de 65 años o más.

Según se consigna en el Capítulo 9, Marco Jurídico del I Informe de la Situación de la Persona Adulta Mayor en Costa Rica, en 1999 entró en vigencia en Costa Rica la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, No. 7935 de 25 de octubre de 1999. Esta ley viene a cumplir una función más específica, como base ordenadora de la institucionalidad para la protección de los derechos de las personas adultas mayores. 

En este instrumento jurídico se tutelan derechos para mejorar la calidad de vida, derechos laborales, derechos de residentes o usuarios de establecimientos privados y derechos a la integridad y a la imagen de la población adulta mayor. Uno de los principales aportes con la entrada en vigencia de esta norma es la clara responsabilidad que se le otorga al Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM) órgano adscrito a la Presidencia de la República y rector en materia de envejecimiento y vejez, en cuanto a la atención integral y a la definición de las políticas públicas orientadas a la persona adulta mayor.
No obstante lo anterior, los riesgos y desafíos en el país se encuentran presentes, sobre todo tratándose de derechos humanos de las personas adultas mayores. Ello, por cuanto a pesar de la existencia de una legislación y de instituciones abocadas a cumplir con los mandatos establecidos, entre otras cosas: 

1.- Se hace evidente la falta de mecanismos apropiados para promover que las personas adultas mayores conozcan los derechos que las protegen y los exijan, así como que las instituciones responsables hagan efectivo el cumplimiento de los mismos.

2.- Se deben fortalecer los procesos de sensibilización en el tema del envejecimiento y la vejez, así como el ejercicio de los derechos de las personas adultas mayores.

3.- Es necesario, continuar con los procesos de divulgación de la Ley y empoderamiento del tema con la población adulta mayor del país.

4.- Se debe crear una política de acceso a la justicia en sede administrativa, con protocolos de atención uniformes y coordinados interinstitucionalmente, para la atención prioritaria y preferente de personas adultas mayores.

5.- Emitir legislación especial que garantice a las personas adultas mayores, la asistencia legal gratuita en todas las materias, en sede administrativa y judicial, como exigencia clave del derecho de acceso a la justicia.

6.- Se carece de un Sistema de Información, Seguimiento y Evaluación con sus correspondientes indicadores, sobre los cuales las instituciones responsables brinden información periódica de sus programas, proyectos y actividades, para el seguimiento y medición del grado de cumplimiento.
El documento Política Nacional para la Atención de la Persona Adulta Mayor/Plan de Acción 2002-2006, emitido por el CONAPAM, en relación con la atención de las personas adultas mayores, indicó que existe “dispersión y duplicidad en la atención, presencia de criterios contradictorios con respecto de una estrategia de atención integral que contribuya a optimizar la utilización de los limitados recursos económicos y profesionales y una ausencia de atención a las personas adultas mayores en algunos campos del desarrollo humano”. Carencias que se encuentran también presentes en materia de derechos humanos.
En razón de lo anterior el CONAPAM, en acatamiento del mandato que la legislación le otorga de garantizar el mejoramiento en la calidad de vida de las personas adultas mayores, mediante la formulación y ejecución de Políticas Públicas Integrales que generan la creación de condiciones y oportunidades para que estas personas tengan una vida plena y digna, impulsó en el año 2010, un nuevo documento de política, denominado Política Nacional de Envejecimiento y Vejez 2011-2021.

La Política de Vejez que se plantea para Costa Rica 2011-2021, próxima a oficializarse vía Decreto Ejecutivo, contiene un conjunto de acciones organizadas por parte del Estado frente a las consecuencias sociales, económicas y culturales del envejecimiento poblacional e individual para orientar y delimitar el accionar nacional en esta materia, tanto a corto como a largo plazo.

La propuesta  establece   cinco líneas estratégicas de acción, acordes con la realidad costarricense e inspirada en las estrategias internacionales adoptadas en diferentes foros en los que Costa Rica es signataria: 

1. Protección Social, Ingreso y Prevención de la Pobreza: pensiones, trabajo y subsidios.

2. Violencia en contra de las Personas Adultas Mayores, que se orienta a eliminar cualquier tipo de maltrato o abuso o de discriminación en contra de esta población.

3. Participación social e integración intergeneracional, en ámbitos de familia, comunidad, grupos organizados, para garantizar la participación real y activa de las personas adultas mayores en la sociedad, en igualdad de condiciones y oportunidades que las demás edades.

4. Consolidación de derecho, referente a la condición de persona sujeto de derechos a mejoras, cuidados, acceso a servicios, prestaciones sociales, desarrollo personal, político, social, económico y cultural y no a ser simples beneficiarios.

5. Salud integral, desde la perspectiva de la promoción, la prevención y a la atención integral y prioritaria. Prestando especial atención a las necesidades específicas de esta edad y adaptando los recursos a ello. 

Sin embargo, también representa un gran desafío, lograr la implementación de la Política, la cual se espera determine y oriente el marco de  acción a implementar por el Estado, tanto para las organizaciones gubernamentales como las del sector privado y atender de manera oportuna, eficaz y eficiente el proceso de envejecimiento y vejez de su población.
2.- Por favor, indique si la constitución o legislación de su país prohíbe explícitamente la discriminación por motivos de edad. Por favor, incluya información sobre la existencia de organismos específicos destinados a proteger a las personas contra la discriminación, o con mandato de protección y promoción de los derechos de las personas de edad.
La Constitución Política de la República de Costa Rica, de manera general en su artículo 33 contempla el principio de igualdad y no discriminación de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 33.- Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana.” 

Por su parte, la Ley No. 7935, Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, de 25 de octubre de 1999 y sus reformas, contiene disposiciones específicas que prohíben la discriminación por razones de edad, a saber:

· Artículo 1: En su inciso a) se dispone que la Ley fue creada para garantizar a las personas adultas mayores igualdad de oportunidades y vida digna en todos los ámbitos.

“ARTÍCULO 1.- Objetivos

Los objetivos de la presente ley serán:

a) Garantizar a las personas adultas mayores igualdad de oportunidades y vida digna en todos los ámbitos.  (…)”

· Artículo 4: prohíbe la discriminación por razones de edad.

“ARTÍCULO 4.- Derechos laborales
Las personas adultas mayores disfrutarán de los siguientes derechos laborales:

a) Ser seleccionadas para ocupar cualquier puesto, siempre que sus calidades y capacidades las califiquen para desempeñarlo. No podrán ser discriminadas por razón de su edad. 

b) Contar con los horarios laborales y los planes vacacionales adecuados a sus necesidades, siempre que tal adecuación no perjudique la buena marcha de la entidad empleadora.

c) Disfrutar de los mismos derechos que los otros trabajadores. No serán explotadas física, mental ni económicamente.” (El subrayado no es del original)

· Artículo 25: establece la igualdad de oportunidades para las personas adultas mayores en el acceso a la educación.

“ARTÍCULO 25.- Igualdad de oportunidades
El Instituto Nacional de Aprendizaje y los demás centros públicos de capacitación otorgarán, a las personas adultas mayores, igualdad de oportunidades en el acceso a los servicios brindados por ellos.”

Además, el Reglamento a la Ley No. 7935, Decreto Ejecutivo No. 30438-MP de 19 de abril de 2002, en su artículo 5 inciso a) dispone la equiparación de oportunidades y no discriminación de las personas adultas mayores para el acceso al trabajo, en los siguientes términos:
“Artículo 5º—Mecanismos para garantizar el cumplimiento de los derechos laborales: Además de la normativa que existe en otras leyes y reglamentos se tomará en cuenta que:

a) El MTSS, como ente rector en esta materia, mediante todas sus Direcciones y Oficinas, garantizará la equiparación de oportunidades y la no discriminación para el acceso al trabajo; así como, el mantenimiento y promoción de éste para todas las personas adultas mayores. (…)”

Respecto de los organismos específicos destinados a proteger a las personas de edad contra la discriminación, debe indicarse que, la Constitución Política en su artículo 48, dispone la existencia en nuestro medio de los Recursos de amparo y Hábeas Corpus.  El Recurso de Hábeas Corpus está dispuesto para garantizar su libertad e integridad personales, y el Recurso de Amparo para mantener o restablecer el goce de los otros derechos consagrados en esta Constitución, así como de los de carácter fundamental establecidos en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, aplicables a la República, como lo sería el derecho a la igualdad y no discriminación por razones de edad.

El conocimiento de los Recursos de cita, corresponde a la Sala establecido en el artículo 10 de la misma Carta Política (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia), quien lo hace mediante la aplicación de la Ley No. 7135, Ley de la Jurisdicción Constitucional del 11 de octubre de 1999. 

Pese a que tales recursos son de carácter general y por ende, son remedios judiciales establecidos para todos los habitantes de la República, también y de manera preferente protegen los derechos de la población adulta mayor.
Además, con la promulgación de la Ley No. 7935, se reforma la Ley No. 7319, Ley del Defensor de los Habitantes de la República del 17 de noviembre de 1992 y dispone un nuevo artículo 11 que dice:

"Artículo 11.- Órganos especiales. La Defensoría de los Habitantes de la República contará con una Defensoría para la protección de la persona adulta mayor y con los órganos especiales necesarios para el cumplimiento de sus atribuciones y competencias. La Defensoría para la protección de la persona adulta mayor deberá estar abierta las veinticuatro horas del día, todos los días del año, y será la encargada de velar por la no discriminación y la exigencia de trato preferencial para las personas adultas mayores en las instituciones del Estado y en la prestación de los servicios públicos, así como de cualquier otra situación o queja relativa a este sector de la población." (El  resaltado no es del original)

De esta manera, la Defensoría de los Habitantes cuenta con una Defensoría para la protección de la persona adulta mayor que, entre otras cosas, vela por la no discriminación contra este sector de la población.

Aunado a ello, en su rol de rectoría en materia de envejecimiento y vejez la Ley No. 7935, ya citada, en su artículo 34 inciso d) establece como uno de los fines del CONAPAM, el siguiente:

“ARTÍCULO 34.- Fines

El Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor tendrá los siguientes fines:

(…)

d) Proteger y fomentar los derechos de las personas adultas mayores referidos en esta ley y en el ordenamiento jurídico en general.”

 De esta manera, el CONAPAM también de manera general protege y promueve los derechos de las personas de edad.
3.- Sírvase proporcionar información sobre la legislación, las políticas nacionales, estrategias y planes de acción específicos adoptados en su país para asegurar la igualdad en el goce de los derechos de las personas de edad, en particular en las áreas de prevención y protección contra la violencia y los malos tratos, protección social, alimentación y vivienda, empleo, capacidad jurídica, acceso a la justicia, atención en materia de salud, tratamientos paliativos y cuidados asistenciales a largo plazo.

Por las diferentes aristas que contiene la consulta, se responderá desagregada por cada área particular.

I.- Prevención y protección contra la violencia y los malos tratos.

· Legislación

Ley No. 7935:

· Artículo 2: Define la violencia contra las personas adultas mayores.

· Artículo 3 inciso j) garantiza a las personas adultas mayores, la protección jurídica y psicosocial a las personas adultas mayores afectadas por la violencia física, sexual, psicológica y patrimonial.

· Artículo 57: Crea medidas de protección para prevenir la violencia física, psicológica, patrimonial o sexual contra las personas adultas mayores.

· Artículo 58: Penaliza con prisión la agresión física.

· Artículo 59: Sanciona con pena de prisión la agresión sexual.

· Artículo 60: Penaliza la agresión psicológica.
· Artículo 61: Sanciona con prisión la explotación económica de las personas adultas mayores. 
· Artículo 61: Establece una inhabilitación especial en caso de condena por delitos de agresión en cualquier modalidad a las personas adultas mayores. 

Ley No. 7586 (Ley Contra la Violencia Doméstica del 10 de abril de 1996 y sus reformas):

· Artículo 1: crea las medidas de protección necesarias para garantizar la vida, integridad y dignidad de las víctimas de la violencia doméstica, cuyo principio rector es el artículo 51 de la Constitución Política.

· Artículo 2 inciso a): define la violencia doméstica como la acción u omisión, directa o indirecta, ejercida contra un pariente por consanguinidad, afinidad o adopción hasta el tercer grado inclusive, por vínculo jurídico o de hecho o por una relación de guarda, tutela o curatela y que produzca como consecuencia, el menoscabo de su integridad física, sexual, psicológica o patrimonial.

Ley No. 8688, Ley del Sistema Nacional para la Atención y Prevención de la Violencia contra las Mujeres y la Violencia Intrafamiliar.

· Artículo 2: Establece los objetivos del Sistema

· Artículo 3: Asigna funciones a las instituciones integrantes del Sistema.
· Artículos 7 y 8: Crean el Consejo Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia contra las Mujeres y la Violencia Intrafamiliar, coordinado por el Instituto Nacional de las Mujeres, será el órgano político superior del Sistema Nacional y el asignan funciones.

· Artículo 9.- Crea una Comisión de Seguimiento encargada de darle seguimiento a los acuerdos tomados por el Consejo. 
Decreto Ejecutivo No. 30438-MP, Reglamento a la Ley No. 7935:

· Artículo 14: Establece deberes a cargo de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), entidad que a través de la Gerencia Médica podrá diseñar y ejecutar un programa contra la violencia intrafamiliar que contemple todos los niveles de atención en salud e incluya medidas de protección para la persona adulta mayor contra la violencia fisica, sexual, psicológica y patrimonial, con fundamento en el artículo 57 de la Ley N° 7935, Ley Integral para la Persona Adulta Mayor y en relación con la Ley Nº 7586, Ley sobre la Violencia Doméstica.

· Políticas

En la propuesta de Política Nacional de Envejecimiento y Vejez 2011-2021, se contempla la Línea Estratégica de Abandono, Abuso y Maltrato en Contra de las Personas Adultas Mayores, en donde se establecen los objetivos dirigidos a eliminar la violencia y los abusos contra las personas adultas mayores. 
Se persigue un papel proactivo del Estado interesado en que a la población adulta mayor no se le vulneren sus derechos y evitar el abuso y maltrato en su contra; busca la asesoría, la asistencia técnica a nivel territorial e institucional, la capacitación y la educación continua, el desarrollo de capacidades individuales y colectivas para el ejercicio efectivo del derecho de las personas adultas mayores. La asesoría y participación activa de entidades públicas y privadas, y sociedad en general para la planificación y gestión de las políticas públicas en torno al abandono de personas adultas mayores.

· Establecer acciones tendientes a que se cumpla a cabalidad con los postulados de protección contenidos en los instrumentos internacionales, la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, No. 7935 y su Reglamento y demás normativa nacional relacionada con el abandono, abuso y maltrato en contra de las personas adultas mayores. 

· Promover las reformas legales necesarias tendientes a fortalecer los roles de protección integral contra todas las formas y manifestaciones de abandono, abuso y maltrato hacia las personas adultas mayores.

· Combatir la violencia, el abuso, la negligencia y la explotación de las personas adultas mayores, aplicando efectivamente la normativa que penaliza toda forma de maltrato físico, sicológico, emocional y económico, entre otros.

· Articular acciones interinstitucionales a favor de las personas adultas mayores en riesgo social y sometidas al abandono, abuso y maltrato en todas sus manifestaciones.

· Erradicar el maltrato institucional, estableciendo las sanciones correspondientes ante un eventual incumplimiento o abuso de parte de las y los funcionarios institucionales.

· Establecer protocolos de intervención para la prevención y la detección precoz de conductas de abandono, abuso y maltrato,  a partir de la definición de los perfiles de riesgo.

· Informar a las personas adultas mayores respecto a la protección y apoyo jurídico, social y económico en caso de abandono, abuso y maltrato.

· Desarrollar planes de estudio inclusivos y orientados en el marco de una cultura de igualdad y sin discriminación, con enfoque de derechos para prevenir la violencia intrafamiliar y social en contra de las personas adultas mayores.

· Gestionar el desarrollo de campañas masivas con enfoque intergeneracional, con el fin de crear hábitos y valores que contribuyan la prevención de la erradicación del abandono, abuso y maltrato hacia las personas adultas mayores. 

· Garantizar que la publicidad no incluya imágenes discriminatorias de las personas adultas mayores y el envejecimiento.

· Motivar a las y los profesionales de la salud, de los servicios sociales y al público en general a que informen sobre los casos en que se sospeche la existencia de abandono, abuso y maltrato a personas adultas mayores.

· Promover investigaciones y sistematizar estudios que visualicen la problemática del abandono, abuso y maltrato hacia las personas adultas mayores.

II.- Protección Social, alimentación y vivienda.

· Legislación

Ley No. 7935:

Según se indicó, además de las disposiciones constitucionales, con la Ley No. 7935 se logra una función más específica como base ordenadora de la institucionalidad para la protección de las personas adultas mayores.
De esta manera, se tienen los siguientes artículos:

· Artículo 1: Establece igualdad de oportunidades y vida digna en todos los ámbitos y garantiza la protección social de las personas adultas mayores.

· Artículo 3: Garantiza la vivienda digna, acceso al crédito, acceso a un hogar sustituto en casos de riesgo social, pensión concedida oportunamente, asistencia social.
· Artículos 26 a 30: Establecen el derecho a una vivienda digna, la existencia de bonos familiares de vivienda y la existencia de facilidades de financiamiento.

Reglamento a la Ley No. 7935 (Decreto Ejecutivo No. 30438-MP):
Este Reglamento en su articulado dispone:

· Artículos 21 a 23: Establecen disposiciones tendientes a garantizar la entrega de bonos de vivienda a las personas adultas mayores.
Código de Familia:
· Artículo 169: Establece la obligación alimentaria de los hijos para con los padres.

Ley de Pensiones Alimentarias:

· En su articulado regula lo concerniente a la prestación alimentaria derivada de las relaciones familiares, así como el procedimiento para aplicarla e interpretarla-
· Políticas

En la de Política Nacional de Envejecimiento y Vejez 2011-2021, se contempla en; 

Protección Social:

· Ampliar la cobertura de los sistemas de protección social y seguridad social con el fin de que abarquen a una proporción cada vez mayor de la población que trabaja en el sector formal e informal.

· Asegurar que todas las personas dispongan de una protección económica y social suficiente en la vejez.

Vivienda:

· Impulsar el desarrollo de programas intensivos de vivienda digna y accesible para personas adultas mayores.

· Fortalecer iniciativas que permitan a las personas adultas mayores acceder a financiamiento para adquirir una vivienda o adaptar la propia a sus nuevas necesidades de habitabilidad y seguridad. 

III.- Empleo:
· Legislación

Ley No. 7935:

· Artículo 3 inciso h): Establece que toda persona adulta mayor tendrá derecho a una mejor calidad de vida, mediante la creación y ejecución de programas que promuevan la asistencia social, en caso de desempleo, discapacidad o pérdida de sus medios de subsistencia.

· Artículo 4.- Establece derechos laborales a favor de las personas adultas mayores a) Ser seleccionadas para ocupar cualquier puesto, siempre que sus calidades y capacidades las califiquen para desempeñarlo. No podrán ser discriminadas por razón de su edad. b) Contar con los horarios laborales y los planes vacacionales adecuados a sus necesidades, siempre que tal adecuación no perjudique la buena marcha de la entidad empleadora. c) Disfrutar de los mismos derechos que los otros trabajadores. No serán explotadas física, mental ni económicamente.

· Artículo 31: Dispone que a todas las personas adultas mayores deberá brindárseles la oportunidad de realizar actividades que les generen recursos financieros.

Decreto Ejecutivo No. 30438-MP, Reglamento a la Ley No. 7935:

· Artículo 5: Establece mecanismos para garantizar el cumplimiento de los derechos laborales de las personas adultas mayores.

· Artículo 24: Complementa articulado sobre oportunidades laborales.

· Política Nacional de Envejecimiento y Vejez 2011-2021, en la Línea Estratégica de Protección Social, Ingresos y Prevención de la Pobreza.
· Promover la apertura en igualdad de condiciones de nuevas fuentes inclusivas de trabajo digno, sostenible y remunerado, en donde se contemplen los derechos de las personas adultas mayores, su independencia, capacidad de decisión y desarrollo personal.
· Gestionar las reformas legales para que incentiven fiscalmente a las y los empleadores de la empresa privada, a fin de garantizar porcentualmente puestos de trabajo para personas adultas mayores.
IV.- Capacidad jurídica:

· Legislación: 

Ley No. 7935

· Artículo 6: Establece el derecho a la integridad de las personas adultas mayores procurando que se respete su integridad física, psíquica y moral y aclarando que este derecho comprende la protección de su imagen, autonomía, pensamiento, dignidad y valores.
· Artículo 61: Penaliza las conductas que impliquen la explotación de la persona adulta mayor, aprovechándose de estados especiales de vulnerabilidad.
Código Civil: 

· Artículo 847 y siguientes: Establece el procedimiento para la declaratoria de interdicción y nombramiento de un curador.
V.- Acceso a la Justicia:
· Legislación:

Constitución Política:

· Artículo 41: Establece que ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.
Ley No. 7935: 

· Artículos 1 y 34 inc. b): Garantizan la atención integral e interinstitucional de las personas adultas mayores por parte de las entidades públicas y privadas.
· Artículos 1 inc. e)  y 34 inc. d: Garantizan la protección de las personas adultas mayores.  
· Artículo 3 inc. j): Garantiza la protección jurídica y psicosocial a las personas adultas mayores afectadas por la violencia física, sexual, psicológica y patrimonial.
· Artículo 3 inc. k): Garantiza el trato preferencial cuando efectúe gestiones administrativas en las entidades públicas y privadas.
· Artículo 11: Establece que con la presentación de la cédula de identidad, cédula de residencia o pasaporte se demuestra la condición de persona adulta mayor y se pueden obtener beneficios.

· Artículo 13: Establece la atención preferencial para las personas adultas mayores (infraestructura adecuada, asientos preferenciales y otras comodidades, recursos humanos necesarios para que se realicen procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando se tenga alguna discapacidad).

· Artículo 14: Dispone que las instituciones públicas y privadas, a cargo de programas sociales para las personas adultas mayores, deben proporcionar información y asesorarlos tanto en las garantías que ofrece la Ley como los derechos que tienen.

· Artículo 57: Crea medidas de protección cuando la persona adulta mayor se esté en situaciones de violencia.

· Artículo 69: -Crea, dentro de la Defensoría de los Habitantes, una Defensoría para la protección de la persona adulta mayor y los órganos especializados necesarios para el cumplimiento de sus atribuciones y competencias.

Decreto Ejecutivo No. 30438-MP, Reglamento a la Ley No. 7935:

· Artículo 11: Dispone que las personas adultas mayores serán sujetos de atención preferencial y establece normas tendientes a garantizar ese derecho.

· Artículo 12: Establece obligaciones para las instituciones con el fin de difundir y divulgar los principios y derechos consagrados en la Ley.

· Políticas:
1. Garantizar la atención preferencial a las personas adultas mayores en todos los servicios de salud. Línea Estrategita de Salud Integral.

En el ámbito administrativo la observancia de la Ley No. 7935, se evidencia con la implementación serie de prácticas con las que se asegura no solo el trato preferencial y prioritario a las personas adultas mayores, sino también el acceso a la justicia administrativa. Así se pueden mencionar, entre otras, las siguientes prácticas:

· Creación de ventanillas especiales, filas diferenciadas e infraestructura adecuada, para la atención prioritaria de las personas adultas mayores en las diferentes oficinas administrativas, bancos y servicios de salud, entre otros.

· Promoción y divulgación de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, creándose programas de capacitación conjuntos o separados por parte del CONAPAM, la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional (JUPEMA) y la Caja Costarricense de Seguro Social, dirigidos principalmente a la población adulta mayor y a las personas encargadas de su atención.

· Talleres de sensibilización en los temas de envejecimiento y vejez, dirigidos a las personas adultas mayores, funcionarios encargados de su atención, operados de transporte público y público en general, a cargo de diferentes instituciones.

· Exoneración del  pago de la tarifa del transporte público, según kilometraje a viajar, con la sola presentación de la cédula de identidad, cédula de residencia o pasaporte (autobuses y tren urbano) (Ley No. 7936). 

· Creación del Área de Ciudadano de Oro, en la Dirección de Prestaciones Sociales de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), con el establecimiento de un conjunto de beneficios y prestaciones sociales dirigidos a las personas mayores de 65 años de edad, con el fin de mejorar su capacidad de compra, su acceso a los servicios públicos, a la recreación y en general a promover su pleno desarrollo personal y social.

· Implementación del Curso de Atención Preferencial en servicio al cliente adulto mayor, capacitando a más de 5000 funcionarios de atención directa, en detección y abordaje de las necesidades especiales de las personas adultas mayores, con la participación de instituciones nacionales como Banco de Costa Rica, Banco Nacional de Costa Rica, Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Clínicas y Hospitales, Mutuales, Municipalidades, Sucursales de la CCSS, Instituto Costarricense de Electricidad, Poder Judicial, Acueductos y Alcantarillados, entre otras. 

El Poder Judicial cuenta con una Comisión de Accesibilidad creada en el año 2005,  integrada por representantes del ámbito jurisdiccional, auxiliar de justicia y administrativo. A partir del año 2007, esta Comisión crea subcomisiones ad-hoc para atender a cada una de las poblaciones en estado de vulnerabilidad, entre ellas, la población adulta mayor.

Además, la Corte Plena en la sesión número 17-2008 de 26 de mayo de 2008 aprueba las Reglas de Brasilia, de manera que a partir de ese momento, este importante criterio de interpretación y aplicación del Derecho de los derechos humanos, que desarrolla el contenido esencial del derecho de acceso a la justicia, se constituye en un compromiso institucional del Poder Judicial en Costa Rica.

Lo anterior, se concreta en una serie de recomendaciones y buenas prácticas en el ámbito judicial que coadyuvan en el ejercicio del derecho de acceso a la justicia y atención prioritaria de las personas adultas mayores. 

Bajo este esquema la Comisión de Accesibilidad se ha centrado en:

· Visibilizar las barreras y obstáculos.

· Lograr el acceso efectivo a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y entre ellos las personas adultas mayores.

· Promover acciones y políticas públicas.

En igual sentido, se han planteado los siguientes objetivos en las políticas de acceso a la justicia:

· Establecer líneas de acción para todos los ámbitos que conforman el Poder Judicial.

· Identificar y erradicar obstáculos, dando especial atención al acceso a los servicios y las decisiones judiciales.

· Garantizar el acceso a la justicia a las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre ellos las personas adultas mayores.

· Establecer responsables para el seguimiento y cumplimiento de las políticas.  

El Consejo Superior del Poder Judicial aprobó la Política Pública  para garantizar el  Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores, en la sesión No. 27-2008, artículo XLVI (46).  Esta Política establece lineamientos de acatamiento general obligatorio para todos los ámbitos del Poder Judicial, lo que marca un antes y un después de la política. 

Así, la política contribuye a la implementación de buenas prácticas que dan un valor agregado  a los lineamientos generales que permiten luego ser utilizados como modelo de réplica al resto de oficinas y despachos judiciales del país.

Esta Política, tal y como lo establecen las Reglas de Brasilia, considera la condición de las personas adultas mayores (discapacidad, pobreza, si es indígena, si es víctima, si se pertenece a una minoría, género y si se tiene privación de libertad), lo que permite materializar prácticas que permiten:

· Trato preferente.

· Diferenciación de trámite y expediente.

· No revictimización.

· Sensibilización y Capacitación.

· Divulgación e Información.

· Derecho a intérprete.

· Conocer sus Derechos y obligaciones.

· Y en última instancia garantizar: seguridad, movilidad, comodidad, privacidad, comprensión y comunicación.

Para tal efecto, y con el fin de concretar estas buenas prácticas el Consejo Superior de la Corte ha emitido los siguientes documentos que contienen directrices sobre la materia:

· Consejo Superior, sesión N° 27-2008, del 15 de abril del 2008.

· Circular Nº 61-08  del 7 de mayo de 2008.

· Circular Nº 01-09  del 8 de enero de 2009.

· Circular Nº 05-09  del 16 de enero de 2009.

· Circular N° 11-09 del 5 de febrero de 2009.

· Circular N° 37-09 del 13 de abril de 2009. 

El texto de estos documentos se encuentra en el siguiente sitio: http://www.poder-judicial.go.cr:81/accesibilidad/
Así por ejemplo, se crea la Carátula de color marrón para los expedientes en trámite en donde se involucre a una persona adulta mayor y una casilla especial dentro de los despachos judiciales:
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Además, se le asegura atención PREFERENTE a la persona adulta mayor y al trámite del proceso.  De requerirse, las diligencias se trasladan al sitio donde reside o se encuentra la persona adulta mayor.

Aunado a ello, la Contraloría de Contraloría de Servicios del Poder Judicial habilitó la línea 800-800-3000, con la finalidad de que las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos, realicen consultas de trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros.

Además, se han tenido mejoras en los sistema electrónicos. El Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y el Sistema de Gestión en Línea Escritorio Virtual, ya identifican los asuntos en los que interviene al menos una PERSONA ADULTA MAYOR, por medio de un indicador color marrón, de acuerdo a la política de género del Poder Judicial, brindando así la prioridad que el caso requiere.
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En Todos los despachos y oficinas judiciales del país, se implementó la confección de un Carné de Atención a las Personas Usuarias Adultas Mayores. Este carné es del color de la carátula del expediente y se consigna lo siguiente: 

· Frente: número de expediente.  

· Dorso: nombre del Despacho, número de teléfono, fax y correo electrónico de la oficina.
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También se han creado protocolos de atención a:

· Víctimas en los juzgados contra la violencia doméstica.

· Víctimas mayores y menores de edad de delitos relacionados con la violencia doméstica  cometidos por personas mayores de edad.

· Víctimas mayores y menores de edad de delitos sexuales y explotación comercial cometidos por personas mayores de edad.

Como uno de los principios de estos protocolos, se establece permitir el acceso a la justicia a todas las personas, sin discriminación por razones de género, edad, religión, nacionalidad, etnia o cualquier otra condición. Además, se emiten recomendaciones para la atención de personas adultas mayores víctima de delitos sexuales y violencia intrafamiliar en los procesos judiciales, como las siguientes:

· Coordinar el desplazamiento a las diligencias, cuando las circunstancias y condiciones físicas de la persona adulta mayor así lo requiera.

· Atender las necesidades especiales que requieran.

· Ofrecer información accesible, comprensible y oportuna.

· Asegurar que el espacio donde va ser atendido(a) sea accesible.

· Solicitar, en caso que se requiera, ajustes en el proceso.

· Permitir que venga acompañada por una persona de confianza durante la diligencia.

Como mecanismo de control, se creó un “Grupo de Trabajo” de la Comisión de Seguimiento de las “Reglas de Brasilia sobre el Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad”, quienes elaboran cuestionarios para analizar su cumplimiento y aplicación, considerándose entre las poblaciones vulnerables, a las personas adultas mayores.

En igual sentido, se elaboró una Matriz para recolección de información en los despachos judiciales, referente a la persona adulta mayor, en la que se consignan una serie de datos como: el Juzgado o Despacho, No. de expediente, sexo de la persona, expedientes activos, resueltos, archivados (explicando la razón), audiencias in situ realizadas, una síntesis de la duración del proceso y de la situación antes y después de la aplicación de la política. Este instrumento se pide semestralmente y permite medir la duración de los procesos y la atención prioritaria de la población adulta mayor.

En síntesis antes y después de la Política, se tienen los siguientes avances, que resultan sumamente relevantes y constituyen todo un ejemplo:

· Posibilidad de contabilizar los expedientes que corresponden a personas adultas mayores.

· La utilización de la casilla especial genera un  efecto visual de los procesos de la Persona Adulta Mayor, para agilizar el trámite.

· Mayor Celeridad en los procesos y la sensibilización del personal judicial. 

· Facilidad en la elaboración de estadísticas y motivación de brindar un trato preferencial.

· Trato preferencial a la persona adulta mayor, más conciencia sobre el tema, desplazamiento del personal del despacho a donde está la persona adulta mayor y no a la inversa.

· Todos los operadores de justicia en los diferentes ámbitos brindan atención in situ.

VI.- Atención en materia de salud, tratamientos paliativos y cuidados asistenciales a largo plazo
· Legislación

Ley No. 7935: 

· Artículo 3: contempla dentro de los derechos para mejorar la calidad de vida, el acceso a un hogar sustituto u otras alternativas de atención, con el fin de que se vele por sus derechos e intereses, si se encuentra en riesgo social (inciso e) y la atención hospitalaria inmediata, de emergencia, preventiva, clínica y de rehabilitación (inciso f).

· Artículo 5: Reconoce derechos a las personas que residan permanente o transitoriamente en un establecimiento destinado a su cuido y atención.

·  Artículo 14: Dispone que las instituciones, públicas y privadas, a cargo de programas sociales para las personas adultas mayores, deberán proporcionarles información y asesorarlas tanto sobre las garantías consagradas en esta ley como sobre los derechos estatuidos en otras disposiciones a favor de las personas adultas mayores. 
· Artículo 18: Crea obligaciones a cargo del Ministerio de Salud, en cuanto a garantizar que existan en el país programas de salud dirigidos a la población mayor de sesenta y cinco años. 
· Artículo 52 a 55: Prevén la habilitación y acreditación de establecimientos públicos, privados o mixtos que pretendan brindar servicios de atención a las personas adultas mayores, mediante la aplicación de disposiciones y regulaciones de tipo reglamentario.

Decreto Ejecutivo No. 30438-MP, Reglamento a la Ley No. 7935:

· Artículo 10 inciso a): Dispone la creación y ejecución de programas y proyectos para la población adulta mayor a cargo del sector estatal de vivienda, salud y seguridad social.

· Artículo 14: Crea disposiciones para que la Caja Costarricense de Seguro Social brinde una atención integral en la salud a las personas adultas mayores.

· Artículos 38 a 40: Establecen disposiciones sobre la acreditación de las personas físicas y jurídicas, de derecho público o privado, que desarrollen programas y ofrezcan servicios a las personas adultas mayores.

Decreto Ejecutivo No. 37165-S, “Reglamento para el otorgamiento del permiso sanitario de funcionamiento de los hogares de larga estancia para Personas adultas mayores”

· Define las normas que deberán cumplir los hogares de larga estancia de atención a la población adulta mayor, para habilitarse ante el Ministerio de Salud.

Decreto ejecutivo No. 34728-S, Reglamento General para el Otorgamiento de Permisos de Funcionamiento del Ministerio de Salud, de 28 de mayo de 2008:  

· Establece las disposiciones para regular y controlar el otorgamiento de permisos sanitarios de funcionamiento de toda actividad o establecimiento agrícola, industrial, comercial o de servicios; y de aquellas actividades que por  disposición de la ley,  requieren de estos permisos sanitarios para operar en el territorio nacional, así como establecer los requisitos para el trámite de los mismos. Lo anterior incluye servicios de salud y afines, dentro de los que se contemplan los dirigidos a las personas adultas  mayores.

· Políticas

En la propuesta de Política Nacional de Envejecimiento y Vejez 2011-2021, se contempla la Línea Estratégica de Consolidación de Derechos, en donde se establecen objetivos relacionados con la provisión de servicios e infraestructura  sensible a la edad, como aquellas dirigidas a facilitar la movilidad, o aspectos relacionados con el diseño adecuado, cuidados de largo plazo, servicio primario de salud y educación continua para las personas adultas mayores. 

El Ministerio de Salud establece como política, la armonización de la provisión de los servicios de Salud (Norma de Habilitación y Acreditación para establecimientos que atienden a personas adultas mayores).

· Programas

Programa de la Red de Atención Progresiva para el Cuido Integral de las Personas Adultas Mayores: La Red es la estructura social compuesta por personas, familias, grupos organizados de la comunidad, instituciones no gubernamentales y estatales, articuladas por acciones, intereses y programas, en procura de garantizar el adecuado cuido y satisfacción de necesidades a las personas adultas mayores del país, promoviendo así una vejez con calidad de vida.
Esta Red ofrece respuestas diferenciadas según las características y necesidades de las personas adultas mayores, así como del entorno, además garantizar la acción inter generacional, la corresponsabilidad entre la sociedad civil y el Estado y la sostenibilidad de la misma, comprendiendo que el proceso de envejecimiento acelerado que presenta Costa Rica, impulsa a tomar las medidas urgentes para atender a un número cada vez mayor de personas adultas mayores, en riego social.

El concepto de progresividad en esta Red, representa la necesidad de avanzar en  esfuerzos particulares de las familias, comunidades, organizaciones e instituciones, hacia el trabajo conjunto, mediante una red que al involucrar a todos esos actores, logre establecer metas y trabajos comunes en beneficio de las personas adultas mayores.
Programa de Ciudades Amigables con las Personas Adultas Mayores (propuesto por OMS):
El Programa de Ciudades Amigables con las Personas Adultas Mayores es un complemento muy valioso a la Red de Atención Progresiva para el Cuido Integral de las Personas Adultas Mayores debido a que permite generar procesos de participación comunitaria, introduce cambios en las diferentes áreas con el fin de mejorar la calidad de vida y se aprovecha el potencial que representan las personas mayores en la vida ciudadana.

La Caja Costarricense de Seguro Social ejecuta los siguientes programas:

· Programa Atención Integral de la Persona Adulta Mayor en el primero y segundo nivel: Este programa contempla: La promoción, el autocuidado y los estilos de vida saludable; Prevención primaria; Asistencia en la recuperación de la salud; Red de atención geriátrica progresiva; Suministro de prótesis.

· Prestaciones Sociales: Ciudadano de Oro; Preparación para la Jubilación; Educación y capacitación (Cursos de mejor calidad de vida); Estancias y ayudas sociales; Capacitación a cuidadores (cuidadores con corazón de Oro); Seguimiento domiciliar; Programas Juegos Dorados.

· Programa de Atención Preferencial: Consulta externa; Servicios de apoyo médico; Farmacia; Laboratorio; Servicios Administrativos; Atención Hospitalaria; Prioridad en la atención de urgencias.
· En síntesis los principales servicio y/o productos que ofrece la CCSS son:
1. Pensiones;

1.1. Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM): Garantizar a la población trabajadora y sus familias un ingreso ante circunstancias de una invalidez, vejez y muerte, sustentando su protección en los principios de la seguridad social.

1.2. Régimen No Contributivo de Pensiones por Monto Básico: Brindar protección económica y aseguramiento en calidad de asegurados directos del Seguro de Salud, a todos aquellos costarricenses de escasos recursos económicos que encontrándose en necesidad de amparo económico inmediato, no hayan cotizado para ninguno de los regímenes contributivos existentes, no hayan cumplido con el número de cuotas reglamentarias o plazos de espera requeridos, según lo establecen los Artículos 2 y 4, de la Ley Nº 8783 "Desarrollo Social y Asignaciones Familiares" antes 5662, modificada según Alcance Nº 42 de La Gaceta Nº 199 del 14 de octubre del 2009.
2. Prestaciones Sociales;

2.1. Programa ciudadano de oro: Crear una cultura de dignificación y respeto a los adultos mayores, crear una nueva percepción hacia el adulto mayor, mejorar la calidad de vida de las personas mayores y brindar beneficios complementarios a toda la población mayor de 65 años. 

2.2. Programa desarrollo de la población adulta mayor: Fortalecer la prestación de servicios sociales en forma eficiente y oportuna a las personas adultas mayores, mediante el desarrollo de acciones preventivas, educativa, informativas, de participación grupal, personal y comunal, que mantengan y mejoren su calidad de vida.

2.3. Programa estancias y ayudas sociales: Fortalecer la prestación de los servicios sociales en forma oportuna y de calidad a los asegurados y pensionados cubiertos por los regímenes de IVM y RNC, con el propósito de desarrollar acciones de promoción, atención, desarrollo y bienestar integral de la población beneficiaria.

2.4. Juegos Dorados de la Seguridad Social: Concienciar a las personas mayores en la búsqueda de su independencia y autonomía, además promover una mejor calidad de vida, utilizando como medio idóneo la actividad física, el deporte y la recreación.

3. Prestaciones de Salud;

3.1. Atención Integral Básica al Adulto Mayor (I Nivel de atención): Brindar herramientas conceptuales y metodológicas para la atención integral de las personas adultas mayores por el equipo de salud en el nivel primario de atención (nivel central). En el  I nivel atender integralmente a la persona adulta mayor, en forma oportuna con eficiencia y calidad, desarrollando  acciones de promoción, prevención, atención y rehabilitación de la salud.

3.2. Programa ampliado de inmunizaciones (Vacunación al Adulto Mayor): Vacunar a la población Adulta Mayor del país, contra enfermedades inmunoprevenibles, para contribuir el mejoramiento de su calidad de vida. (Influenza estacional, y Tosferina y Difteria TD).

3.3. Atención geriátrica especializada (Hospital Nacional de Geriatría y Gerontología Dr. Raúl Blanco Cervantes): Brindar atención integral especializada a los adultos mayores, para garantizarles resultados óptimos de su salud.
Además mantiene diversos  y variados programas que son ejecutados en las 5 Regiones en que se encuentra divida la CCSS, entre los que se pueden mencionar; 
• Actividades socio-educativas.
• Grupos de personas adultas mayores.

• Atención integral de personas adultas mayores a nivel domiciliar.

• Atención social individualizada al adulto mayor.

• Taller de cuidadores.
En cuanto al componente de educación continua para las personas adultas mayores existen diversidad de programas para las personas adultas mayores brindados por instituciones públicas relacionadas con el tema, organizaciones no gubernamentales, universidades públicas y privadas.
· Programas de Educación continua  del Ministerio de Educación pública (MEP), de la Universidad Nacional (UNA), y de la Universidad de Costa Rica (UCR).

· Talleres, Capacitaciones, Foros, Conferencias, Mesas Redondas, Investigaciones, Video Conferencias, Relaciones Intergeneracional, Actividades Culturales, Recreativas y Deportivas desarrollados por la Universidad Nacional (UNA), la Universidad de Costa Rica (UCR), la Asociación Gerontológica Costarricense (AGECO), Juegos Dorados de la Seguridad Social programa de la CCSS, y por el Ministerio de Cultura y Juventud. 

· Se brindan capacitaciones en el uso de nuevas tecnologías  mediante el Ministerio de Educación pública (MEP), de la Universidad Nacional (UNA), de la Universidad de Costa Rica (UCR), de otras organizaciones o entidades como Bancos del Estado en el uso de Cajeros Automáticos y productos tecnológicos. 
· Programa de Posgrado de Geriatría y Gerontología – Universidad de Costa Rica: Este programa se implementó de acuerdo a la regulación del Sistema de Estudios de Posgrado (SEP) de la Universidad de Costa Rica (UCR), Centro de Docencia e Investigación en Salud y Seguridad Social (CENDEISSS) y el Hospital Nacional de Geriatría y Gerontología Dr. Raúl Blanco Cervantes.
Inicialmente, contaba con una duración de cuatro años, los dos primeros correspondientes a Medicina Interna, y los dos restantes destinados exclusivamente a la capacitación en Geriatría-Gerontología.
Actualmente a partir del año 2001, la duración del mismo será de 2 años de Medicina Interna y 3 años de Geriatría y Gerontología, en que los médicos residentes deberán cubrir y aprobar todas las etapas del programa y preparar un proyecto de investigación con el fin de obtener el título de especialista en Geriatría y Gerontología. 

Durante este período de entrenamiento, en los primeros 2 años los residentes pertenecerán a los Servicios de Medicina Interna de los Hospitales San Juan de Dios, México y Calderón Guardia. En los últimos 3 años el Hospital Nacional de Geriatría y Gerontología Dr. Raúl Blanco Cervantes, será la sede, en donde los residentes tendrán rotaciones dirigidas y participación en los programas de proyección a la comunidad.
· Curso “Asistente para la persona adulta mayor” Instituto Nacional de Aprendizaje: Consiste en la formación de cuidadores de personas adultas mayores.
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